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Valledupar, Veintinueve (29) de julio del año dos mil Veintidós (2022).   
  
Referencia: ACCION DE TUTELA.  
Accionante: COLOMBIA TELECOMUNICACIONES S.A. ESP BIC 
Accionado: ALCALDIA DE VALLEDUPAR 
Rad. 20001-41-89-002-2022-00475-00 
Providencia: FALLO DE TUTELA 
 
Procede el Juzgado a dictar el fallo correspondiente en la acción de tutela referenciada. En 
la cual se relacionan los siguientes:    

I. HECHOS1: 
 
1. El 29 de marzo de este año, Telefónica a través de su colaborador Roiman Steven Guevara 
Jimenez, Profesional de Consultoría Tributaria le dirige un correo electrónico a la Secretaria de 
Hacienda de Valledupar en donde básicamente le indica que al ser la compañía “contribuyente 
del Impuesto de Alumbrado Público en el Municipio de Valledupar. [...], debe resaltarse que el 
nuevo comercializador de energía en el Municipio es Caribemar de la Costa S.A.S E.S.P., quien 
a la fecha nos está generando el cobro del Impuesto dentro de la factura de energía eléctrica.”, y 
“En ese orden de ideas, teniendo en cuenta que la Compañía realiza la presentación de la 
declaración del Impuesto de Alumbrado Público de forma regular y que adicionalmente, el 
Impuesto está siendo facturado y recaudado por Caribemar de la Costa S.A.S E.S.P, con quien 
el Municipio tiene un convenio de recaudo suscrito, solicitamos su confirmación informándonos 
como debemos proceder para efectos de que la Compañía no se encuentre sujeta a doble 
tributación por este concepto.” 
 
2. Frente a la anterior petición, no se obtuvo respuesta alguna por parte del Municipio de 
Valledupar a través de su Secretaria de Hacienda, lo que motivo que el mismo colaborador de la 
compañía, remitiere otra petición en archivo PDF, vía electrónica el 27 de abril de esta anualidad, 
en donde se solicita informe “como proceder de ahora en adelante, con el pago del Impuesto de 
Alumbrado Público, teniendo en cuenta que la Compañía realiza el pago por este tributo en forma 
regular mediante declaración privada y que adicionalmente, que a la fecha el impuesto también 
está siendo facturado y recaudado por CARIBEMAR DE LA COSTA S.A.S. E.S.P., así las cosas 
nos permitimos solicitar nos informe como debemos proceder para efectos de que la compañía 
no se encuentre sujeta a doble tributación por este concepto.” 
 
3. Hasta la fecha el municipio de Valledupar ni a través de su Secretaria de Hacienda o del 
Despacho de la Alcaldía de esa municipalidad han decidido, ni notificado las peticiones señalada 
en los numerales anteriores. 
 
4. Como lo tiene por sentado la jurisprudencia de la Corte Constitucional la prueba del silencio – 
en este caso de no resolver las peticiones presentadas en marzo y abril y comunicar las mismas 
a la compañía- es la prueba esencial para considerar vulnerado el derecho de petición. Así se 
tenga por acto presunto que la respuesta fue negativa desde el punto de vista procedimental, no 
sustancial. 
 
5. Que no dar respuesta y notificar decisión alguna frente a las peticiones radicadas vía 
electrónica además de vulnerar el derecho fundamental de petición, está causando perjuicio 
irremediable a la compañía pues sin conocer la salida jurídica para evitar de la doble tributación 
y doble pago del impuesto de alumbrado público ya comentado, se expone a un pago totalmente 
contrario a derecho. 

 
II. ACTUACIÓN PROCESAL: 

 
El despacho al estudiar la demanda de tutela de referencia por venir en forma legal la 
demanda de tutela fue admitida mediante auto de fecha Diecinueve (19) de julio de Dos mil 
Veintidós (2022), notificándose a las partes sobre su admisión, y solicitando respuesta de los 
hechos presentados por el accionante a la parte accionada.   

 

 

                                                           
1 Tomado textualmente de los hechos de la demanda. 
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III. CONTESTACION DE LA ACCIONADA2 
 

La parte accionada ALCALDIA DE VALLEDUPAR contestó la presente acción de tutela de 
la siguiente manera: 

Manifiesta la parte accionante que al derecho de petición interpuesto el 10 de junio de 2022 
la Secretaria de Hacienda Municipal por medio de la oficina de recaudo municipal, dio 
respuesta mediante OFICIO No. S-2022-h-0014873, oficio que fue remitido al correo 
electrónico del accionante señalado en el acápite de notificaciones del escrito del derecho de 
petición el día 21 de julio de 2022. 

 
IV. PRETENSIONES3: 

 
PRIMERO: TUTELAR por violación directa de la Constitución Nacional el derecho fundamental 
constitucionales de petición, quebrantado por el municipio de Valledupar, Cesar. 

 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, ORDENAR para qué en un término no mayor a 
cuarenta y ocho (48) horas la Secretaria de Hacienda de Valledupar, resuelva, decida y 
comunique la decisión frente a lo peticionado en marzo y abril de 2022 por parte de Telefónica 
que en derecho corresponda 

 
TERCERO: Las demás decisiones que sean del caso en la medida que garanticen y protejan el 
derecho fundamental de mi representada. 

 
V. DERECHO FUNDAMENTAL TUTELADO: 

 
El accionante considera que, con los anteriores hechos se está vulnerando su derecho de 
petición. 
 

VI. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO: 
  
La acción de tutela se ha dicho en reiteradas oportunidades está consagrada en el Art. 
86 de la Constitución Política Nacional, como un instrumento jurídico al alcance de 
cualquier persona, con el cual puede obtener la protección específica e inmediata de sus 
derechos fundamentales, cuando estos resulten amenazados o violados por la acción u 
omisión de las autoridades públicas o de los particulares en aquellos casos autorizados 
por la ley.  

 

6.1. REGULACION LEGAL DEL DERECHO DE PETICION.  

El derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, es un 
derecho público subjetivo de la persona para acudir ante las autoridades, organizaciones 
privadas que establezca la ley, con miras a obtener pronta resolución a una solicitud o 
queja.  
  
A diferencia de los términos y procedimientos jurisdiccionales, el derecho de petición es 
una vía expedita de acceso directo a las autoridades. Aunque su objeto no incluye el 
derecho a obtener una Resolución determinada, sí exige que exista un pronunciamiento 
oportuno.  
   
Cuando se hace una petición a las entidades públicas o privadas y estas no la responden 
dentro del término legalmente establecido en la norma, es motivo  para instar a la entidad 
a dar solución inmediata a la petición,  a través de la acción de tutela consagrada en el 
artículo 86 de nuestra Carta Política, siendo esta un instrumento jurídico al alcance de 
cualquier persona, con la cual se puede obtener la protección específica e inmediata de 
los derechos fundamentales, cuando estos resulten amenazados o violados por la acción 
u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en aquellos casos autorizados 
por la Ley.  

                                                           
2 Tomado textualmente de la contestación de la entidad accionada 
3 Tomado textualmente de la acción de tutela. 
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A si las cosas, tenemos que, de las circunstancias obrantes en el expediente, se puede 
colegir que el accionante pretende se tutele en su favor por violación al derecho de 
petición, regulado por el artículo 23 de la Constitución Política de Colombia, teniendo en 
cuenta que la accionada dio respuesta oportuna a su petición.  
  
La Corte Constitucional ha establecido que el derecho de petición al igual que los demás 
derechos constitucionales no tienen “per se” el carácter de absolutos, pues cuentan con 
los limites previstos por los derechos de los demás y el orden jurídico.  
  
Es un deber de todo ciudadano respetar los derechos de los demás y no abusar de los 
propios, son principios intrínsecos que van inmersos en el actuar de todos los ciudadanos 
colombianos, pero en especial de los funcionarios públicos.   
  
En términos generales, puede decirse que el derecho de petición, se establece legal y 
constitucionalmente a favor de todas las personas. Cabe resaltar que, para la efectividad 
del mismo, quien hace uso de este medio, debe cumplir además de las exigencias 
establecidas en la norma que le da vida jurídica al mismo, la Constitución Política de 
Colombia, con los requisitos formales establecidos en la ley 1755 de 2015.   
  
Por tanto, tenemos en primer lugar, como característica primordial que la petición debe 
ser respetuosa, puesto que si no lo fuere y se incumple con este requisito se exime de la 
obligación de responder a quien se invoca, por incumplimiento de las condiciones del 
artículo 23 de la Constitución Política.     
  
En segundo lugar, el derecho de petición puede ser: por interés general, por interés 
particular, por petición de informaciones, o por consultas.  
  
Cuando se trata de información, esta debe ser veraz e imparcial e inalterada, y puede ser 
general: acceso a documentos sobre el origen, estructura, funcionamiento, naturaleza, 
procedimientos etc. y particular: información que se produzca por el ejercicio de sus 
funciones o que repose en la entidad, exceptuándose el caso de los documentos 
sometidos a reserva por disposición de la ley o la Constitución Nacional.  
  
Adicionalmente a lo anterior, tenemos que en los apartes de la norma citada se establece 
los términos en que deben resolverse las peticiones, las cuales serán atendidas de la 
siguiente manera:   
  
“Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal 
especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los 
quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la 
resolución de las siguientes peticiones:  
   

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los 
diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al 
peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha 
sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de 
dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro 
de los tres (3) días siguientes.  
   

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 
relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días 
siguientes a su recepción.  
   
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos 
aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del 
vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y 
señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá 
exceder del doble del inicialmente previsto.”  
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6.2. PROBLEMA JURÍDICO: 
 
Corresponde al Juzgado determinar si la entidad accionada ALCALDIA DE 
VALLEDUPAR, ha vulnerado el derecho fundamental de petición COLOMBIA 
TELECOMUNICACIONES S.A. ESP BIC 
 
6.3. DEL CASO EN CONCRETO 
 
Descendiendo a el sub exánime, observa este Despacho que el accionante manifiesta 
haber presentado un derecho de petición ante ALCALDIA DE VALLEDUPAR, el día 
veintisiete (27) de abril de 2022, manifiesta al momento de presentar la acción de tutela 
no obtener respuesta a su petición por lo considera que su derecho fundamental ha venido 
siendo vulnerado por la entidad accionada. 
 
En consecuencia, le corrió traslado a la entidad accionada ALCALDIA DE 
VALLEDUPAR, quienes manifestaron haber dado respuesta a la petición realizada por la 
accionante, el día diez (10) de junio de 2022, en ese sentido de las pruebas aportadas por 
la entidad accionada el despacho observa que se ha brindado una respuesta de fondo a 
lo solicitado por la accionante. 
 
Ahora bien, la Corte Constitucional en sentencia C- 418 de 2017 reiteró que el ejercicio 
del derecho de petición se rige por las siguientes reglas y elementos de aplicación:  
 

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la 
efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. 
2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, 
como los derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la 
participación política. 
3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe 
ser oportuna, es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la 
ley; (ii) la respuesta debe resolver de fondo el asunto solicitado. Además de 
ello, debe ser clara, precisa y congruente con lo solicitado; y (iii) debe ser 
puesta en conocimiento del peticionario. 
4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se 
concreta necesariamente en una respuesta escrita. (…)” 

 
Lo que demuestra que, la accionada dio respuesta a las peticiones solicitadas por la 
peticionaria y que dieron origen a la presente demanda de tutela, al dar una respuesta, 
clara, congruente y de fondo a lo solicitado por el peticionario, según los documentos 
anexado en la contestación de la presente acción constitucional.  

Respecto a la figura de la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte 
Constitucional se pronunció en Sentencia T- 021 del 20 de febrero de 2017, con ponencia 
del Magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez, y ha señalado que esta se presenta en la 
acción de tutela cuando frente a la solicitud de amparo del actor, la orden del Juez de 
tutela carece de efectos, precisando que la misma acontece cuando se está ante un daño 
consumado o ante un hecho superado. 

En esa sentencia textualmente dijo el máximo tribunal constitucional:  

“La jurisprudencia de esta Corporación, en reiteradas oportunidades, ha señalado que la 
carencia actual de objeto sobreviene cuando frente a la petición de amparo la orden del 
juez de tutela no tendría efecto alguno o caería en el vacío Al respecto se ha establecido 
que esta figura procesal, por regla general, se presenta en aquellos casos en que tiene 
lugar un daño consumado o un hecho superado. 

En cuanto al daño consumado, la jurisprudencia ha admitido que el mismo tiene 
ocurrencia cuando la amenaza o la transgresión del derecho fundamental ya ha generado 
el perjuicio que se pretendía evitar con el mecanismo preferente de la tutela, de manera 
que resulta inocuo para el juez impartir una orden en cualquier sentido. Así las cosas, el 
daño consumado supone que no es posible hacer cesar la violación o impedir que se 
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concrete un peligro y, por ello, tan sólo es procedente el resarcimiento del daño originado 
por la violación del derecho. En este escenario, esto es, con el fin de obtener una 
reparación económica, entiende la Corte que la acción de tutela resulta–por regla 
general– improcedente, pues su naturaleza es eminentemente preventiva y no 
indemnizatoria. De manera que, en relación con este fenómeno, los jueces de instancia 
y la propia Corte deben declarar la improcedencia de la acción, a menos que –bajo ciertas 
circunstancias– se imponga la necesidad de pronunciarse de fondo por la proyección que 
pueda tener un asunto, en virtud de lo previsto en el artículo 25 del Decreto 2591 de 1991, 
o por la necesidad de disponer correctivos frente a personas que puedan estar en la 
misma situación o que requieran de especial protección constitucional.  

Por su parte, el hecho superado tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la 
acción de tutela se satisface y desaparece la vulneración o amenaza de los derechos 
fundamentales invocados por el demandante, de suerte que la decisión que pudiese 
adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces inocua y, por lo tanto, 
contraria al objetivo de protección previsto para el amparo constitucional.  

En este supuesto, no es perentorio incluir en el fallo un análisis sobre la vulneración de 
los derechos cuya protección se demanda, salvo “si considera que la decisión debe incluir 
observaciones acerca de los hechos del caso estudiado, [ya sea] para llamar la atención 
sobre la falta de conformidad constitucional de la situación que originó la tutela, o para 
condenar su ocurrencia y advertir la inconveniencia de su repetición, so pena de las 
sanciones pertinentes, si así lo considera. De otro lado, lo que sí resulta ineludible en 
estos casos, es que la providencia judicial incluya la demostración de la reparación del 
derecho antes del momento del fallo. Esto es, que se demuestre el hecho superado”.  

Precisamente, en la Sentencia T-045 de 2008, se establecieron los siguientes criterios 
para determinar si en un caso concreto se está o no en presencia de uno de tales hechos, 
a saber:  

“1. Que con anterioridad a la interposición de la acción exista un hecho o se carezca 
de una determinada prestación que viole o amenace violar un derecho fundamental 
del accionante o de aquél en cuyo favor se actúa.  

2. Que durante el trámite de la acción de tutela el hecho que dio origen a la 
acción que generó la vulneración o amenaza haya cesado.  

3. Si lo que se pretende por medio de la acción de tutela es el suministro de una 
prestación y, dentro del trámite de dicha acción se satisface ésta, también se puede 
considerar que existe un hecho superado.”  

Vistas las anteriores consideraciones, es evidente que en el asunto en estudio se presenta 
la carencia actual de objeto por hecho superado, ya que la entidad accionada, dio 
respuesta al derecho de petición presentado por el accionante, de ahí que la acción de 
tutela pierda su razón de ser en este caso concreto, pues la orden que pudiera impartir el 
juez de tutela no tendría ningún efecto práctico al haberse superado la situación de hecho 
que produjo que la tutelante, incoara el resguardo constitucional, es decir, el motivo que 
generó la acción ya desapareció. Por lo tanto, se negará la presente acción por ser un 
hecho superado.  
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo De Pequeñas Causas y Competencias 
Múltiples de Valledupar, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad 
de la ley  
 

 
RESUELVE: 

  
PRIMERO: NEGAR, la presente acción de tutela instaurada por COLOMBIA 
TELECOMUNICACIONES S.A. ESP BIC, contra ALCALDIA DE VALLEDUPAR, por 
tratarse de un HECHO SUPERADO. 

SEGUNDO: Notifíquese este fallo por secretaria, o por el medio más eficaz (oficio o 
telegrama). 
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TERCERO: En caso de ser impugnado el presente fallo, envíese por secretaria a la oficina 
judicial para que se surta el reparto correspondiente, en caso de no serlo, envíese a la 
Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE,  

 

El Juez, 
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Valledupar, Veintinueve (29) de julio del año dos mil Veintidós (2022).   
  
Oficio No. 2594 

Señor(a):  
COLOMBIA TELECOMUNICACIONES S.A. ESP BIC  
Correo electrónico:  
 
Referencia: ACCION DE TUTELA.  
Accionante: COLOMBIA TELECOMUNICACIONES S.A. ESP BIC 
Accionado: ALCALDIA DE VALLEDUPAR 
Rad. 20001-41-89-002-2022-00475-00 
Providencia: FALLO DE TUTELA 
 
NOTIFICAR FALLO DE TUTELA DE FECHA VEINTINUEVE (29) DE JULIO DEL AÑO DOS 

MIL VEINTIDOS (2022) QUE EN PARTE RESOLUTIVA DICE PRIMERO: NEGAR, la 
presente acción de tutela instaurada por COLOMBIA TELECOMUNICACIONES S.A. 
ESP BIC, contra ALCALDIA DE VALLEDUPAR, por tratarse de un HECHO 
SUPERADO. SEGUNDO: Notifíquese este fallo por secretaria, o por el medio más eficaz 
(oficio o telegrama). TERCERO: En caso de ser impugnado el presente fallo, envíese por 
secretaria a la oficina judicial para que se surta el reparto correspondiente, en caso de no 
serlo, envíese a la Corte Constitucional para su eventual revisión. NOTIFIQUESE Y 
CUMPLASE. El Juez. fdo. JOSSUE ABDON SIERRA GARCES. 

  

Atentamente,   
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Valledupar, Veintinueve (29) de julio del año dos mil Veintidós (2022).   
  
Oficio No. 2595 

Señor(a):  
ALCALDIA DE VALLEDUPAR 
Correo electrónico:  
 
 
Referencia: ACCION DE TUTELA.  
Accionante: COLOMBIA TELECOMUNICACIONES S.A. ESP BIC 
Accionado: ALCALDIA DE VALLEDUPAR 
Vinculado: SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL 
Rad. 20001-41-89-002-2022-00475-00 
Providencia: FALLO DE TUTELA 
 
NOTIFICAR FALLO DE TUTELA DE FECHA VEINTINUEVE (29) DE JULIO DEL AÑO DOS 

MIL VEINTIDOS (2022) QUE EN PARTE RESOLUTIVA DICE PRIMERO: NEGAR, la 
presente acción de tutela instaurada por COLOMBIA TELECOMUNICACIONES S.A. 
ESP BIC, contra ALCALDIA DE VALLEDUPAR, por tratarse de un HECHO 
SUPERADO. SEGUNDO: Notifíquese este fallo por secretaria, o por el medio más eficaz 
(oficio o telegrama). TERCERO: En caso de ser impugnado el presente fallo, envíese por 
secretaria a la oficina judicial para que se surta el reparto correspondiente, en caso de no 
serlo, envíese a la Corte Constitucional para su eventual revisión. NOTIFIQUESE Y 
CUMPLASE. El Juez. fdo. JOSSUE ABDON SIERRA GARCES. 

  

Atentamente,   

  
   

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


